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			Presentación


			En su visión de consolidarse como un referente académico nacional y regional en la formación integral de las personas, la Pontificia Universidad Católica del Perú ha decidido poner a disposición de la comunidad la colección jurídica «Lo Esencial del Derecho».


			El propósito de esta colección es hacer llegar a los estudiantes y profesores de derecho, funcionarios públicos, profesionales dedicados a la práctica privada y público en general, un desarrollo sistemático y actualizado de materias jurídicas vinculadas al derecho público, al derecho privado y a las nuevas especialidades incorporadas por los procesos de la globalización y los cambios tecnológicos.


			La colección consta de cien títulos que se irán publicando a lo largo de varios meses. Los autores son en su mayoría reconocidos profesores de la PUCP y son responsables de los contenidos de sus obras. Las publicaciones no solo tienen calidad académica y claridad expositiva, sino también responden a los retos que en cada materia exige la realidad peruana y respetan los valores humanistas y cristianos que inspiran a nuestra comunidad académica.


			«Lo Esencial del Derecho» también busca establecer en cada materia un común denominador de amplia aceptación y acogida, para contrarrestar y superar las limitaciones de información en la enseñanza y práctica del derecho en nuestro país.


			Los profesores de la Facultad de Derecho de la PUCP consideran su deber el contribuir a la formación de profesionales conscientes de su compromiso con la sociedad que los acoge y con la realización de la justicia.


			El proyecto es realizado por la Facultad de Derecho de la PUCP bajo los auspicios del equipo rectoral.


		




		

			Introducción


			La interpretación de la ley ha sido la cenicienta para los estudiosos del Derecho. Alguna vez despreciada, rechazada y confinada a la cocina, hoy baila en el salón de baile


			William Eskridge 


			Aunque algunos respetables tratadistas no lo reconozcan1, la problemática de la interpretación de la ley es idéntica en el derecho anglosajón y en el derecho continental2. Eso es así, sencillamente, porque en ambos sistemas el objeto de interpretación es el mismo: atribuir significado a la ley. Es, entonces, una misma problemática —el lenguaje de la norma legal—, que requiere la aplicación de ciertas reglas, métodos y cánones, muchos de ellos milenarios, que pueden ser aplicados en el contexto de ambos sistemas por igual. 


			Por ello, la mayor parte de teorías sobre la interpretación de la ley y muchos de los ejemplos que se exponen en este libro han sido tomados y traducidos (en traducción libre) de la doctrina y jurisprudencia anglosajonas. Su gran claridad, su incomparable simplicidad, su inmensa profundidad y el apuntar a resolver problemas prácticos referidos a disputas entre seres humanos y no a elucubrar sobre temas abstractos y alejados de la realidad me han orientado y me orientan no solo en el trabajo académico, sino, fundamentalmente, en el trabajo profesional. 


			De esta manera, el valor de este libro, si acaso, no es, precisamente, la originalidad de sus textos y mucho menos la propuesta de una nueva corriente de pensamiento sobre la interpretación de la ley. Su valor está, simple y llanamente, en unir aquello que está injustificadamente separado y que es básicamente desconocido por la doctrina continental. 


			La interpretación de la ley es, pues, una cuestión universal, que, independientemente de las particularidades de cada sistema, implica el entendimiento o la comprensión de la norma legal, a la luz de métodos y cánones que no difieren en nada. Y es que, al final, la interpretación de la ley resuelve problemas de lenguaje y de comunicación, solo que se trata del lenguaje legal.


			Por eso, lo que a continuación presento es —casi— una recopilación de doctrina y jurisprudencia anglosajonas —adaptadas a la realidad peruana—, salpicada de comentarios producto de mi experiencia profesional, que incluye una serie de ejemplos tomados de la vida real 
—donde el lenguaje es confuso— y algunos dibujos de la talentosa Sandra Zimic, quien, con fines pedagógicos y con algo de humor, tratan de reflejar la problemática de la interpretación. La corrección del texto ha estado a cargo de Lorena Borgo.


			Espero sinceramente que magistrados, árbitros, abogados en ejercicio, alumnos de derecho y, ¿por qué no? personas ajenas a la profesión puedan recurrir a este texto para aclarar sus dudas sobre las dificultades que plantea el lenguaje legal. 


			Problemática que es inmensa y que pocas veces tiene una única respuesta.


			

				

					

				

				

					

							

							La interpretación de la ley en los sistemas anglosajón y continental


							Lord Denning, notable juez inglés de la década de 1960, tuvo memorables pronunciamientos a propósito de la incorporación de Inglaterra a la Comunidad Europea (hoy haciendo el camino inverso) y de los posibles problemas de interpretación que tendrían que enfrentar a causa de las diferencias entre ambos sistemas jurídicos. Dicho juez sostuvo en Bulmer (HP) Ltd v. J Bollinger SA (1974) que, a diferencia de lo específico y exhaustivo de las normas en el sistema inglés —que han sacrificado simplicidad, estilo y brevedad con el objeto de eliminar toda labor creativa del juez— las normas del derecho continental son amplias, generales, cortas y de admirable estilo. Sin embargo, —continúa— las normas legales son imprecisas, por lo general no definen y dejan vacíos que deben ser llenados por los jueces, que se ven obligados a apartarse de la interpretación literal y a adoptar otros métodos de interpretación, que van más allá del texto. 


							Unos años después, el mismo Lord Denning señalaba en Buchanan and Co. Ltd. v. Babco Forwarding and Shipping (UK) Ltd. (1977) que los jueces del sistema continental adoptan un método que llaman en inglés con extrañas palabra…el método esquemático y teleológico. Pero no es tan alarmante como suena. Todo lo que significa es que los jueces no pasan por el significado literal de las palabras o por la estructura gramatical de la oración. Ellos van a la intención o propósito que está tras la norma. Si llegan a una situación que, en su mente, se adecúa al espíritu, pero no a la letra de la ley, salvan el problema recurriendo a la intención y al propósito de la legislación, a efectos que produzca el efecto deseado. Eso significa que llenarán vacíos, sin ninguna vergüenza o duda al respecto. Ellos se preguntan sencillamente, ¿cuál es la manera más sensata de manejar esta situación para dar efecto al presumible propósito de la legislación? Y, fundamentan la ley, según ello. Si se estudian las resoluciones de la Corte Europea, verán que lo hacen todos los días. A vuestros ojos —miopes por tradición— es, pura y simplemente, labor legislativa. Pero a sus ojos, lo que hacen es cumplir con el verdadero rol de las cortes. Los jueces dan efecto a lo que el legislador quiso o a lo que se presume que quiso. No veo nada malo en eso. Por el contrario. Es un método de interpretación por el cual yo he abogado)… (y que) ha sido condenado.....como una desnuda usurpación del poder legislativo*.


						

					


					

							

							No se trata, entonces, de procesos distintos de razonamiento —que ambos sistemas comparten— sino, en todo caso, de la mayor osadía que Lord Denning, con razón o sin ella, atribuye a los jueces del continente, para apartarse del texto de la ley. Y es que difícilmente existirá un procedimiento de interpretación alternativo a aquel que ambos sistemas comparten. Y eso es así, a pesar de que cada uno de ellos ha transitado por corrientes de pensamiento totalmente distintas**.


						

					


					

							

							* Buchanan and Co. Ltd. v. Babco Forwarding and Shipping (UK) Ltd. (1977); en Zander (2004, p. 189).


							** En el sistema continental, principalmente, el racionalismo (Grocio, Pufendorf), el positivismo (Kelsen), el historicismo (Savigny), la Escuela de la Jurisprudencia de Intereses (Heck) y la Escuela de Derecho Social (Geny); y en el sistema anglosajón, básicamente, el utilitarismo (Bentham), el Realismo Norteamericano (Holmes, Frank y Llewellyn), el pragmatismo (Pound y Cardozo).


						

					


				

			


			


			

				

					1	J.W. Harris, por ejemplo, considera que la interpretación de la ley en el sistema anglosajón difiere de la interpretación en el sistema basado en la ley.


				


				

					2	El derecho anglosajón es el Common Law, que rige especialmente en el Reino Unido y en Estados Unidos y tiene como principal fuente la jurisprudencia. El derecho continental es aquel que rige en el continente (es decir en Europa, excluyendo Inglaterra); se origina en el derecho romano y tiene como principal fuente la ley. El Perú adscribe al sistema del derecho continental.


				


			


		




		

			Capítulo 1
¿Qué es la interpretación?


			Las leyes son siempre una obra inconclusa


			Luis Recaséns Siches


			1.	La interpretación es parte esencial de la comunicación


			Los principios de interpretación de la ley no son otra cosa que principios de comunicación lingüística


			Ian McLeod


			«Un muerto provoca incendio». Este titular apareció hace un tiempo en un diario de circulación nacional, con una obvia falla de sintaxis. Porque un muerto, precisamente porque está muerto, no puede provocar un incendio. Pero, quienes leyeron la noticia entendieron —es decir, interpretaron— que lo que el diario quiso decir es que una persona había fallecido como consecuencia de un incendio y no que esa persona lo había provocado. 


			Eso mismo se produce en todos los ámbitos de la comunicación, donde es frecuente que se incurra en errores de sintaxis y de precisión; se omitan hechos o se utilicen palabras ambiguas e incluso equivocadas y que, sin embargo, las personas se entiendan. 


			Y es que las palabras no tienen un significado unívoco y, por lo tanto, deben ser siempre interpretadas, sea que hayan sido utilizadas para informar, para describir, para opinar, para definir, para calificar o para sentenciar. La interpretación es, entonces, un aspecto imprescindible de la comunicación, aun cuando en la vida diaria pase (casi) desapercibida.


			¿Y qué ocurre con el derecho? Erich Danz (1926), antiguo tratadista alemán, aunque no por eso menos vigente, demuestra que en el derecho es imprescindible interpretar. El autor propone un ejemplo muy simple para demostrar que, a pesar de las palabras empleadas, las personas logran entenderse y, con ello, conformar, mantener o terminar una relación jurídica. Si —dice Danz— una persona entra a un restaurante y le dice al mesero «deme una ración de asado, los fósforos y el periódico», este entenderá que esa persona está dispuesta a pagar por el asado y a no hacerlo por los fósforos (que espera que se los regalen) y tampoco por el periódico (que espera que se lo presten). ¿Y qué ha llevado al mesero a entender que el cliente le propone celebrar nada menos que tres contratos distintos: una compraventa (del asado), una donación (de los fósforos) y un comodato (del periódico)? Pues una serie de elementos que, consciente o inconscientemente, han ido contribuyendo a que llegue a esa conclusión, entre otros, la vestimenta del comensal (terno y corbata); el que haya ingresado a un local con un cartel donde se lee La Buena Mesa; el sentarse en una mesa; el pedir la carta o menú y el haberse dirigido, no a otros, sino a una persona que viste pantalón negro, chaleco verde y corbata pajarita. Y lo más probable es que ninguna de las partes tenga consciencia de haberlos celebrado ni de que, además, el mesero ha actuado como representante del dueño del restaurante. Sin embargo, nadie pondría en duda que comensal y mesero se han entendido. 


			Este ejemplo demuestra que la interpretación es una actividad de la vida diaria y que todo lo que tenga que ver con el lenguaje, incluyendo el derecho, es interpretable. Ello no impide, sin embargo, la comunicación, porque lo común es que, en un determinado contexto cultural y compartiendo el mismo idioma, la gente se entienda rápidamente, aún si las palabras empleadas no son exactas o exhaustivas para expresar lo que se quiso decir. 


			No obstante, ello no es así en todos los casos. También existen los malentendidos.


			2.	No hay texto sin contexto


			En el ejemplo anterior, ¿podría el mesero entender que el comensal quiere otra cosa? Definitivamente sí, si cambian las circunstancias. 


			Así, si quien ingresa al restaurante no es una persona razonablemente bien vestida, sino un mendigo y hace exactamente el mismo pedido 
—deme una ración de asado, los fósforos y el periódico— nuevamente su vestimenta, su aspecto físico y su manera de pedir (con menos «autoridad» que en el caso anterior) llevarán al mozo a deducir que lo que el mendigo le está proponiendo es que le regalen el asado y los fósforos y que le presten o, incluso, le regalen el periódico. 


			Anécdotas de restaurante
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			Lo mismo ocurre con el titular «Un muerto causa incendio». Si bien los lectores del diario en cuestión entendieron perfectamente lo que este intentaba decir, eso no hubiera sido necesariamente así, por ejemplo, en una sociedad tribal, donde cabían (y caben) explicaciones mágicas, que podrían haber llevado a pensar que el incendio fue causado por la venganza de un muerto porque —digamos— le robaron su mujer. 


			Pensemos solamente en el rumor de la presencia en la comunidad limeña de Huaycán de pishtacos, personajes imaginarios, que, en la creencia popular, roban órganos a los niños, para luego venderlos. Una mezcla curiosa de pensamiento mágico y desarrollo científico altamente sofisticado. 


			Y es que el enunciado más simple descansa en una serie de valores, hábitos, creencias, conocimientos y objetivos compartidos entre el que comunica (emisor) y el que recibe la comunicación (receptor), de los cuales es imposible desprenderse. Puede decirse, por eso, que no hay texto sin contexto. Y esta reflexión se aplica también al derecho, donde incluso las teorías literalistas más extremas aceptan que el contexto interviene, de alguna manera, en dar sentido al texto.  


			3.	¿Una palabra, un significado?


			Como he señalado, el hecho de que no exista texto sin contexto tiene una indudable incidencia en el significado de las palabras. ¿Significan lo mismo las palabras en contextos diferentes, es decir, en momentos o lugares distintos? 


			La respuesta es negativa. 


			Hoy se considera que el concepto de una palabra, un significado, es una falacia y, por eso, se parte de la premisa de que ninguna palabra tiene el mismo significado dos veces (Hayakawa & Hayakawa, 1990, p. 39). Así, por ejemplo, la palabra solterona que, a comienzos del siglo XX, tenía una connotación despectiva —que aludía a una suerte de capitis deminutio— hoy ha perdido casi por completo su significado, sobre todo en países desarrollados, debido a la independencia adquirida por las mujeres y al valor que estas conceden a su soltería. A tal punto que podría decirse que, en esos países, dicha palabra está casi en extinción. Asimismo, la palabra líder, que muchos centros de estudio prometen ser a sus estudiantes, se utiliza en un sentido que no corresponde a su significado original. Y es que el diccionario define al líder como jefe, orientador o cabeza y no todos los estudiantes podrán llegar a ser líderes al mismo tiempo, porque, paradójicamente, el liderazgo desaparecería. Lo que ocurre, entonces, no es que los centros de estudios quieran ir contra la lógica y convertir a todos en líderes, sino que la palabra se utiliza en un sentido totalmente distinto al del diccionario, esto es, como sinónimo de superioridad, profesionalismo, eficiencia, carisma, capacidad organizacional, etcétera, pero no propiamente como liderazgo. Las palabras, pues, pueden significar cosas distintas según el tiempo y el lugar en que se empleen. 


			También se van creando palabras de época en época (el ratón del ordenador). Hay, asimismo, palabras que aparecen o desaparecen con mayor lentitud, según el tipo de sociedad de que se trate. Hoy, por ejemplo, han perdido casi totalmente su vigencia palabras como alfarero, arroba, almoneda, capellanía, comendador, corregidor, enfiteusis, escribano, hijuela, ponqué y saya que, si bien siguen apareciendo en los diccionarios, están casi en desuso. 


			Asimismo, hay palabras que admiten significados distintos. Así, por ejemplo, la palabra condición, puede ser utilizada en su sentido de estado (su condición es delicada), de cláusula (las condiciones de la venta) o de hecho futuro e incierto del cual dependen los efectos del acto (te dono, a condición de que te cases). Lo mismo ocurre con la palabra reivindicación, que puede significar la defensa de, tan solo, el derecho de propiedad o, de manera más general, la afirmación de cualquier derecho o idea (la reivindicación de la cultura negra, por ejemplo). Igualmente, la palabra vista que, en su sentido jurídico tiene una acepción muy puntual —la vista de la causa—, puede referirse, en un sentido más amplio, a la función de un órgano (el ojo) o a un paisaje (la vista es hermosa). 


			Otras palabras cambian de sentido, al punto que, aun cuando no hayan perdido su significado tradicional, el más frecuentemente empleado es el nuevo (el ratón del ordenador o «pechar» en su sentido de retar, cuando su verdadero sentido es pagar tributos). O sustantivos se convierten en verbos (por ejemplo, googlear, taxear, concesionar (aún no aceptadas oficialmente) o, en replana, gomear (término utilizado para referirse a que una persona golpea a otra, donde el vínculo está en la «goma», que sirve para «pegar»). 


			Las palabras pueden también tener una connotación informativa (X tiene cinco perros) o, al contrario, una connotación afectiva (ese hombre es un perro). Pueden también tener una connotación sexista (María es una cualquiera) o tabú (finado por muerto; pueblo joven por barrio pobre). 


			Otras veces, la sintaxis hace la diferencia. Así, por ejemplo, no es lo mismo decir que X es un pobre hombre que decir que X es un hombre pobre, pues en el primer caso la connotación es despectiva, mientras que, en el segundo, es informativa e incluso compasiva. Algunas veces se utilizan palabras en sentido filosófico y otras, en sentido peyorativo (el hombre es un animal racional o ese hombre es un animal). 


			Hay palabras que encierran juicios raciales, religiosos o políticos (cholo, comunista, conservador, radical), por lo que, en muchos casos, se utilizan palabras que tratan de encubrir su impacto ofensivo (afroamericano, persona de color o, en el Perú, «moreno») (Hayakawa & Hayakawa, 1990, p. 39). 


			Existen, finalmente, expresiones cuyo sentido literal no concuerda con su verdadero significado. Por ejemplo, la expresión black tie, que literalmente significa corbata negra, sirve para indicar que los hombres que asistirán a la fiesta deben usar un traje de etiqueta y que las mujeres deben vestirse apropiadamente, generalmente de largo3. Igualmente, si en un encuentro casual, una persona le dice a otra «nos vemos pronto», no le está prometiendo que, en efecto, se verán y, mucho menos, que eso ocurrirá pronto. Se trata de una fórmula de cortesía que, de seguro, la otra persona entenderá y no esperará ser convocada. O, si digo «ya escuché lo que dijiste», no estoy simplemente reportando que he escuchado, sino indicando que no quiero escuchar lo mismo otra vez. También, si un amigo nos saluda diciéndonos «hola, hermano», sabemos que lo que quiere decir es «hola, amigo». 


			Nuevamente, pues, no hay texto sin contexto y es este el que determina el significado de lo dicho. Y el contexto no siempre ni necesariamente es el mismo.


			Para demostrarlo, pongamos como ejemplo las expresiones de un pastor evangélico que abomina la homosexualidad, donde el contexto hace la diferencia entre una conducta que califica o no como delito.


			De otro lado, recurrir al contexto es indispensable porque pretender la exactitud del lenguaje tomaría un tiempo interminable, que nadie, ni el más exigente, está dispuesto a perder. Así, si una persona dice que fue al circo, no tiene que decir que vio payasos, fieras, perros amaestrados y trapecistas, pues todo ello está involucrado en la palabra circo, aun cuando ese circo en particular no haya exhibido, por ejemplo, perros amaestrados. También, si una persona alude a un árbol, no tiene por qué referirse a la raíz, al tallo, a las hojas, flores y frutos, porque normalmente cada árbol los contiene. Las palabras circo y árbol, pues, debido a su generalidad, permiten imaginar todo lo que ellas involucran. Por eso, el lenguaje se entiende como un conjunto de convenciones, que van de lo concreto a lo abstracto (vaca-mamífero-animal-ser vivo), que permiten a las personas entenderse, aún si su discurso verbal no es preciso o exhaustivo, como, de hecho, nunca (o casi nunca) lo es. 


			Un caso interesante es el de la muy de moda alusión a ambos géneros por separado (amigos y amigas, hombres y mujeres, compañeros y compañeras, ciudadanos y ciudadanas). Pues bien; ante la «viralización» de esta práctica, la Real Academia Española (RAE) le ha negado, de manera tajante, valor lingüístico y lo ha hecho precisamente en aplicación del principio de economía del lenguaje, donde el género masculino involucra 
al femenino y donde, precisamente por eso, cabe hacer referencia a colectivos mixtos utilizando únicamente el masculino. 


			Y debe seguir involucrándolo, por más que ello resulte chocante a quienes consideran que esa suerte de absorción del género femenino por el masculino es políticamente incorrecta o —peor aún— que es señal de machismo. La necesidad de abreviar, pues, ha forzado a la RAE a recordar a quienes usamos el lenguaje («a todos» y «a todas») que la unificación en el masculino es una regla gramatical y que debe recurrirse a la distinción de géneros únicamente si ella es necesaria (como cuando se dice los niños crecen más rápido que las niñas). Y eso no tiene nada que ver con la discriminación ni atenta contra la tan ansiada igualdad de género. No exagerar, pues. Para que los salarios de hombres y mujeres se equiparen, no es necesario distorsionar el lenguaje. 


			En conclusión, siempre, se interpreta y si no hay conciencia de ello es porque, lo que normalmente ocurre es que las personas logran entenderse debido a que entienden de manera similar una determinada situación. Exactamente igual como en el caso del muerto incendiario y de los comensales en el restaurante —el cliente y el mendigo— donde los textos solo pueden ser entendidos si se toma en cuenta el contexto. 


			Nuevamente, pues, no hay texto sin contexto.


			4.	La ambigüedad del lenguaje


			Entre la idea y la realidad…cae la sombra


			T.S. Eliot (Los hombres huecos) en McLeod (2002)


			Hoy es unánime la asunción de que el lenguaje es ambiguo. Casi podría decirse que no hay escapatoria, a tal punto que el juez norteamericano Félix Frankfurter decía, con resignación, que todo lo escrito es susceptible de presentar problemas de significado, debido a la verdadera naturaleza de las palabras (Cross, 2009; p. 50).


			Pero, la indeterminación del lenguaje tiene un límite. Cross señala, por ejemplo, que es posible discutir el exacto significado del término azul, pues algunos considerarán que el color turquesa se encuentra en la paleta de los azules, mientras que otros, que no. Pero —continúa Cross— lo que no puede decirse es que azul es igual a naranja, porque son colores distintos. Lo mismo ocurre con la palabra felino, en la que pueden considerarse tigres y gatos, pero nunca vacas o perros salchicha (Cross, 2009; p. 50). La ambigüedad del lenguaje, pues, aun cuando exista, no es absoluta. Y es por eso que, en un lugar y tiempo determinados, las personas son capaces de entenderse. Pero, se llega al límite cuando la atribución de un significado a determinada palabra ambigua u oscura lleva a consecuencias absurdas, lo cual no es aceptable.


			La gran duda
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			5.	La interpretación como problema


			Aún no se ha diseñado un conjunto de palabras respecto de las cuales un abogado ingenioso no pueda encontrar una dificultad


			Lord Cave en Bennion (2008)


			Como he adelantado, ocurre que no siempre emisor y receptor logran entenderse. Y cuando dicha falta de coincidencia afecta intereses particulares, se presenta el problema de interpretación. Y en este caso, el escenario de la interpretación es, fundamentalmente, legal. 


			Para Zander (2004, p. 107), hay varias razones que explican por qué y cómo la interpretación se convierte en un problema:


			(i)	El lenguaje que se emplea en los documentos legales (por ejemplo, leyes, contratos, etcétera) es una combinación de lenguaje ordinario y jerga jurídica y, normalmente, es el resultado de la intervención de muchas manos (la expedición de una ley proviene de acuerdos partidarios, donde hay modificaciones puntuales, a veces contradictorias con el resto del texto o con el espíritu de la norma). Por eso, el texto termina siendo, muchas veces, una solución poco feliz. Y, para clarificarlo, requiere ser interpretado. 


			(ii)	El documento legal no habla del presente, sino del futuro. Y la capacidad del redactor de anticipar todas las eventualidades no es absoluta ni ilimitada. Por más fértil que sea su imaginación, nunca llegará a predecir totalmente lo que ocurrirá en el futuro. Y, aún en el caso de que el redactor tuviera una capacidad de previsión excepcional, siempre optará por valerse de reglas o cláusulas más abstractas y generales, para no convertir el documento en una inacabable lista de hipótesis que, además, corre el riesgo de tampoco ser exhaustiva. 


			(iii)	El problema de interpretación surge normalmente cuando dos personas tienen intereses opuestos y, en consecuencia, sus puntos de vista sobre el significado del texto son también opuestos. Y esa discrepancia se convierte en extrema cuando los abogados entran a escena porque suelen construir o diseñar los argumentos que avalan la interpretación que favorece a su cliente. Cosa, por cierto, válida, porque la argumentación en defensa del cliente es parte esencial del ejercicio de la profesión. En otras palabras, en (casi) todas las controversias, la norma tendrá dos significados distintos: el que le atribuye el demandante y el que le atribuye el demandado. 


			Y, en el escenario legal, las declaraciones, tanto del legislador (la ley), como las del juez (la sentencia), del órgano administrativo (el acto administrativo) o de los sujetos privados (el acto jurídico), son entendidas a través de la utilización de métodos y cánones de interpretación propios y exclusivos del derecho.


			6.	¿Qué significa interpretar?


			Teniendo en cuenta lo expuesto en el acápite anterior, puede decirse que la interpretación es la aproximación a una fórmula verbal —la norma— que apunta a encontrar su significado legal. Y, si bien ese significado es muchas veces coincidente con el gramatical, ello no siempre es así. En algunos casos la norma es ambigua, sea por razones de semántica (la palabra condición tiene varios significados), de sintaxis (un muerto causa incendio, cuando la idea es que un incendio causó un muerto) o de contexto (prohibido vehículos en el parque, ¿también se prohíben las bicicletas?), lo que hace que la norma sea pasible de varias interpretaciones. Y en otros, aunque la norma no sea gramaticalmente ambigua, su sentido no coincide con aquello que se llama la intención del legislador o propósito de la ley, sea porque se produciría un absurdo o porque resultaría en una incoherencia, que el intérprete debe evitar. Esto último no es, ciertamente, aceptado por todos, pues, para los literalistas más extremos (una especie en extinción), el juez está obligado a respetar el texto de la ley, aunque el resultado sea absurdo.


			

				

					

				

				

					

							

							Ejemplos


							Norma ambigua


							Cualquiera que cause daño a otro con un instrumento punzocortante será reprimido con, etcétera.


							Pregunta: ¿califica como instrumento punzocortante una botella rota?


							En este caso, la ambigüedad está en la utilización de la expresión instrumento punzocortante. Y lo que se requiere es determinar si la norma quiso referirse a un objeto específicamente elaborado para cortar (un cuchillo, unas tijeras) o si se ha referido a cualquier objeto capaz de causar heridas punzocortantes (el pico de una botella de vidrio).


							Norma gramaticalmente clara, pero cuyo significado requiere interpretación


							Artículo 62 de la Constitución Política del Perú. Dicha norma establece lo siguiente:


							La libertad de contratar garantiza que las partes pueden pactar válidamente según las normas vigentes al tiempo del contrato. Los términos contractuales no pueden ser modificados por leyes u otras disposiciones de cualquier clase. Los conflictos derivados de la relación contractual solo se solucionan en la vía arbitral o judicial, según los mecanismos de protección previstos en el contrato o contemplados en la ley.


							En este caso, el problema interpretativo surge en relación con aquella porción de la norma (resaltada) referida a la no modificación de un contrato por la ley. El sentido gramatical de la norma es claro: la ley no puede modificar un contrato. No obstante, si dicho criterio fuera aplicado literalmente, la ley no podría introducir cambio alguno y eso no puede ser. Porque, entonces, todavía sería posible reclamar la propiedad de los descendientes de un esclavo, que fue adquirido por una persona mediante un contrato celebrado previamente a la abolición de la esclavitud, para luego ser transmitido de generación en generación. Y eso no es posible, porque, entonces, nada podría cambiar. Pensemos también en


						

					


					

							

							la eliminación del mayorazgo, los censos y las capellanías, que seguirían vigentes si, una norma equivalente al artículo 62 se hubiera aplicado de manera literal.


							Se han publicado varios artículos dedicados a interpretar el sentido del artículo 62 de la Constitución. Lo que aquí interesa, sin embargo, no es la respuesta al problema, sino el problema mismo. Retomaremos este ejemplo más adelante.


						

					


				

			


			Pues bien; algunos consideran que la interpretación es inevitable y que el juez o, en general, el aplicador de la norma es, en cierta medida, un legislador que crea subreglas. 


			Esta capacidad creadora de los jueces, sin embargo, no es, ni mucho menos, aceptada por todos. En algunas épocas y lugares se ha intentado, incluso, prohibir la interpretación. Así, el Código de Justiniano imponía penas severas a quienes pretendieran interpretar sus normas. Lo mismo ocurrió con el Código Prusiano de 1794, que —fiel a su estilo— prohibió la introducción de opiniones académicas y precedentes en su interpretación. Por otro lado, la primera constitución republicana de Ghana fue descrita por su redactor como un mecanismo basado en la asunción que las palabras tienen un significado fijo y definitivo4 Tales intentos, sin embargo, fueron un rotundo fracaso. Y ello, sencillamente, porque es imposible prescindir de la interpretación. 


			7.	¿Cuándo es necesario recurrir a la interpretación? 


			La doctrina suele dar dos respuestas opuestas. La primera es que siempre se interpreta, incluso cuando la letra de la norma es clara, pues basta con leer para que ya se esté interpretando. La segunda es que solo se interpreta cuando existe una duda sobre el significado de la norma, siendo de aplicación el famoso aforismo de in claris non fit interpretatio que significa algo así como «cuando la norma es clara, no requiere ser interpretada». 


			Si bien la discusión precedente no es de gran trascendencia desde el punto de vista práctico, lo cierto es que siempre se interpreta porque incluso la interpretación literal requiere recurrir a los diccionarios para elegir uno de los múltiples significados de cada palabra. El sentido del aforismo es, entonces, asumir que, si la letra de la ley es clara, no se requiere mayor rebuscamiento ni hay necesidad de estirar o de encoger el sentido de la norma, que debe ser entendida tal cual ha sido formulada.


			Mayor relevancia práctica tiene, en cambio, la regla según la cual no cabe crear una duda, retorciendo el sentido natural de la norma. En otras palabras, las dudas sobre el significado de la norma no pueden ser forzadas. Y eso significa que, para recurrir a la aplicación métodos y cánones de interpretación que trasciendan el entendimiento natural de las palabras, debe existir lo que Bennion llama una duda real, que no supone negar que la interpretación se produce en los casos más simples, sino que apunta a impedir que se creen problemas de interpretación donde estos no existen. Debe tratarse, pues, de una duda real, no superficial, conjetural o frívola, porque siempre es posible retorcer la norma y encontrarle uno o, incluso, más sentidos, que sobrepasan toda lógica jurídica y fáctica. Es por eso que dicho autor (2008, pp. 25-26) sugiere, no sin humor, que los intérpretes deben estar en guardia contra los abogados que creen argumentos aparentes y que diez mil dificultades no hacen una duda.


			

				

					

				

				

					

							

							Un ejemplo de interpretación «retorcida» 


							La ley de cuotas sustituyó el antiguo sistema de pesca de anchoveta, metafóricamente llamado «la carrera olímpica». Según la norma derogada, las embarcaciones dedicadas a la pesca de anchoveta podían pescar todo lo que fuera posible durante cierto período autorizado por el ministerio encargado. En cambio, la nueva ley, con el objeto de racionalizar la actividad pesquera, estableció que el ministerio debía asignar a cada embarcación una cuota por ser distribuida a lo largo del período de pesca. Ello ocasionó que muchas plantas de procesamiento de harina de pescado, instaladas a lo largo del litoral —cuyo sentido económico se fundaba en recibir el pescado lo más rápido posible y permitir que siguiera la carrera olímpica o pesca todo lo que puedas—tuvieran que ser cerradas, porque, con la existencia de una cuota por embarcación, la cercanía de la planta dejó de ser una necesidad ya que estas podían permitirse llevar el pescado a una planta más alejada, sin por eso perder su cuota. 


							Fue en ese contexto que los dueños de aquellas plantas pesqueras que pasaron a ser innecesarias —obviamente insatisfechos con el cambio— interpusieron una acción de inconstitucionalidad contra la referida ley de cuotas. Y, uno de sus principales argumentos fue el que la norma atentaba contra el derecho constitucional al trabajo, aludiendo, con ello, a la pérdida de empleo de los trabajadores de las plantas cerradas o a ser cerradas por falta de mercado. 


						

					


					

							

							Resultaba, sin embargo, forzado que la ley de cuotas atentara contra el derecho constitucional al trabajo, solo por el hecho de que el nuevo régimen hizo innecesario contar con tantas plantas de procesamiento y que, con ello, un cierto número de trabajadores perdiera el empleo. El Tribunal Constitucional no acogió el planteamiento de los demandantes. 


							Como puede verse, este es un caso en el que la interpretación de la demandante fue retorcida. Porque, si ese fuera el entendimiento del derecho constitucional al trabajo, no cabría la introducción de tecnología que reemplace la mano de obra, porque atentaría contra el referido derecho. Y eso es antinatural o contrario a la evolución.


						

					


				

			


			8.	¿Es la interpretación un ejercicio abstracto de razonamiento? 


			Las reglas son algo más que proposiciones abstractas de lógica. 
Ellas dependen, para surtir efectos, de la relevancia 
de ciertos estados de hecho


			Sir Carleton Allen en Bennion (2008)


			Una política es una meta a lograr generalmente para mejorar en lo económico, político o social..., un principio, un estándar que requiere justicia, equidad o alguna otra dimensión de la realidad


			Ian McLeod


			Incluso en aquellos supuestos de análisis puramente hipotéticos, las normas no se interpretan en abstracto, sino, siempre, en relación con ciertos hechos, acontecimientos o circunstancias, no interesa si son o no inventados5. Eso es lo que, en términos procesales, se conoce como los hechos del caso. 


			La idea es, entonces, que la norma no sea entendida como, tan solo, una proposición lógica y abstracta, pues su interpretación dependerá de los hechos sometidos al conocimiento del juez, del árbitro o de la autoridad administrativa. 


			Por eso, la labor de interpretación apunta, en primer lugar, a aclarar los hechos del caso, porque siempre cabe que la norma tenga un significado X al ser aplicada a ciertos hechos y un significado Y al ser aplicada a ciertos otros. Es por eso que Bennion (2008, p. 392) señala, con sabiduría, que la pregunta práctica es, para la corte, no lo que la norma significa en abstracto, sino lo que significa en relación con los hechos del caso. 


			Siendo eso así, la interpretación de la ley tiene que lidiar con dos aspectos distintos: a saber, la interpretación de los hechos y la interpretación de la norma, que son aspectos que se complementan entre sí y que se aplican, no en forma sucesiva sino, más bien, circular o refleja (significado de la norma-adaptación a los hechos-significado de la norma-adaptación a los hechos) y así hasta aclarar el sentido de la norma en relación con los hechos del caso. 


			

				

					

				

				

					

							

							La norma y los hechos del caso


							Un ejemplo de la íntima relación entre la norma y los hechos del caso es la aplicación del receso o terminación unilateral del contrato de ejecución continuada, regulado en el artículo 1365 del Código Civil, que permite a cualquiera de las partes poner fin a un contrato de ejecución continuada y sin plazo. La lógica de la norma responde, naturalmente, a que nadie puede quedar eternamente atado a un contrato, porque, aunque se trate de un acto voluntario, la permanencia indefinida de un acuerdo atenta contra la libertad. Es por eso que, por ejemplo, los contratos de servicios y el usufructo tienen un plazo máximo de duración, más allá de los cuales, estos son nulos. 


							No obstante su lógica inclusión, el artículo 1365 del Código Civil ha traído una serie de complicaciones, que obligan a los jueces y árbitros a ser más o menos flexibles en su aplicación, ya que cada caso involucra personas, circunstancias y conductas muy distintas entre sí, que pueden o no causar daños.


							Ese fue el caso de un convenio de accionistas, en el que se acordó, entre otros aspectos referidos al manejo de la sociedad, la implantación de un mecanismo de rotación en el directorio. Transcurridos dos años desde su celebración, uno de los accionistas, amparándose en el artículo 1365 del Código Civil, pretendió ponerle fin bajo el argumento de que se trataba de un contrato de ejecución continuada sin plazo convencional o legal y que, por tanto, procedía el receso o terminación unilateral. 


							El tribunal arbitral, trascendiendo la letra del artículo 1365, falló en contra de dicha posición, en consideración a que el receso solo aplicaba si quien lo pedía tenía justa causa, la cual no estaba presente en el caso
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